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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 

 

 

mito el presente voto singular por lo siguiente: 

 

El 2018, la entidad educativa emplazada decidió no renovar la matrícula de la hija del 

recurrente para el primer grado de educación primaria debido a la demora en los pagos de 

las pensiones de enseñanza de 2017. El demandante canceló el total de la deuda recién el 

29 de enero de 2018. Sin embargo, según el cronograma de pago pactado, la última 

pensión de enseñanza tenía como fecha límite de pago el 20 de diciembre de 2017. 

 

El artículo 62 de la Constitución señala: 

 
La libertad de contratar garantiza que las partes pueden pactar válidamente según las normas 

vigentes al tiempo del contrato. Los términos contractuales no pueden ser modificados por 

leyes u otras disposiciones de cualquier clase. 

 

Conforme a la cláusula 7.1 del contrato de prestación de servicios educativos de 2017, 

suscrito entre las partes, la duración del contrato es anual. La renovación no es automática. 

La decisión de la demandada de no renovar la matricula se dio al amparo de la cláusula 

7.3 conforme a la cual: 

 
no habrá renovación del contrato si es que el padre de familia, tutor legal o apoderado ha 

observado morosidad en el pago de pensiones durante el año escolar y/o culmine el año 

escolar 2017 con deuda. 

 

Es obligación de los padres de familia cumplir con el pago puntual de las pensiones 

acordadas con la institución educativa particular; pues se trata de un contrato de 

prestaciones recíprocas. Al 20 de diciembre de 2017, el actor había incumplido con el 

pago de pensiones desde junio de ese año ‒según reconoce la propia sentencia de mayoría 

en su fundamento 13.b‒, por lo que incurrió en la causal de no renovación del contrato 

por haber “observado morosidad en el pago de pensiones durante el año escolar”, 

conforme a la cláusula 7.3 aludida. Consecuentemente, la actuación del demandado no 

resultó arbitraria ni irrazonable.  

 

En cualquier caso, si bien la carta notarial remitida al actor —donde le comunica la no 

renovación del contrato y pérdida de la vacante— es de 20 de diciembre de 2017, ésta fue 

notificada el 22 de diciembre de 2017 (folios 50), no el 20 de ese mes como indica la 

sentencia de mayoría. Por tanto, si la sentencia considera “un acto carente de 

razonabilidad” que el demandado notificara la referida carta notarial el 20 de diciembre 

de 2017, lo cierto es que eso no ocurrió ese día, sino dos días después. 

 

De otro lado, ante la afirmación en el fundamento 7 de la sentencia de mayoría respecto 

a que la educación es un servicio público, debo señalar que no existe fundamento 
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constitucional para calificar a la educación de esa manera. Como señalé en el voto 

singular que emití en el Expediente 00014-2014-PI/TC y otros acumulados, el artículo 58 

de la Constitución dice: 

 
el Estado orienta el desarrollo del país y actúa principalmente en las áreas de promoción de 

empleo, salud, educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura.  

 

Desde que la Constitución enumera a la educación junto con los servicios públicos, queda 

claro que se trata de conceptos distintos. No puede subsumirse uno dentro del otro. La 

educación no es una industria de redes donde, por razones estructurales, su provisión 

tenga que estar limitada a pocos ofertantes. En la perspectiva constitucional, múltiples 

actores pueden y deben participar en la provisión del servicio educativo. 

 

Por consiguiente, mi voto es por declarar INFUNDADA la demanda.  

 

S.  

 

SARDÓN DE TABOADA 

 

 


